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Las leyes y las disposiciones generales del Gobierno son obligatorias para cada capital 

de provincia desde que se publican oficialmente en ella, y desde cuatro días después pan» 
1 los demas pueblos de la misma provincia, (Ley de 3 Noviembre de 1837.)

Las leyes, órdenes y anuncios que se manden publicar en los Boletines oficiales se 
de remitir al Jefe político (hoy Gobernador) respectivo, y por cuyo conducto se pasarán 
á los editores de los mencionados periódicos. (Real orden de 6 de Abril de 1839.)

SECCION OFICIAL

PRESIDENCIA
DEL CONSEJO DE MINISTROS

SS MM el Rey y la Reina Regente - tratamiento, que el de observación pres- 
■ 1 T7, -i- -- Ir. D^r.1 A.-rlan do ViflrZO (16(Q. D. G.), y Augusta Real Familia conti­

núan en San Sebastian sin novedad en su 
importante salud.

^Gaceta 15 Septiembre.)

Anuncios Oficiales.

Núm. 511

GOBIERNO CIVIL
Negociado 2.°—Sanidad. —Resultando 

vacante la Subdelegación de Farmacia de 
la ciudad" de Mahón por renuncia del que 
ejercía dicho cargo, he acordado se anuncie 
en el Bo l e t ín Of ic ia l , á fin de que los 
Farmacéuticos que se encuentren en condi­
ciones de aptitud para desempeñarla, pre­
senten en el término de 15 días en este Go­
bierno, sus solicitudes acompañadas de los 
documentos que le son indispensables.

Palma 18 de Septiembre de 1890.
El Gobernader

Joaquín de Castellarnau

Núm. 51'2

GOBIERNO CIVIL
áOrden publico. —Circular.—Encargo 

los Sres. Alcaldes de los pueblos de esta
provincia, fuerza de la Guardia Civil, Vigi­
lancia y demás dependientes de mi autori­
dad, la busca y captura del preso fugado 
de la cárcel de Villena el día 30 de Agosto 
último, José Beneyto Ima, alto, delgado, 
cara redonda pelo y ojos negros, boca ce­
rrada, tartamudo, de 25 años de edad y 
natural de Carcagente; viste pantalón ele 
algodón oscuro, blusa azul, alpargatas blan­
cas cerradas y sombrero hongo negro, y 
caso de ser habido, será puesto á disposi­
ción de este Gobierno.

Palma 16 de Septiembre de 1890. 
El Gobernador,

Joaquín de Castellarnau.

Sección de la Gaceta 

MINISTERIO DE LA GOBERNACION

Oirección general de Beneficencia y Sanidad 
c ir c u l a r .

Habiéndose suscitado dudas respecto al 
tratamiento á que deben sujetarse las pro­
cedencias marítimas del término munici- 
PM de Villanueva del Grao, considerando 
ú éste erróneamente como dependiente del 
Municipio de Valencia, sírvase V. S. pre­
venir á los Directores de Sanidad de los

puertos de esa provincia, que siendo dos f 
términos municipales distintos los de aque­
llas poblaciones, no debe tener el de Villa- 
nueva de Grao, ínterin en este Municipio 
no se padezca la epidemia colérica, otro 

crito en la Real órden de 31 de Marzo de
1888. _

Dios guarde á V. S. muchos años. Ma­
drid 10 de Septiembre de 1890.-—El Di­
rector general, Carlos Castel.—Sres. Go­
bernadores de ¡as provincias marítimas y 
Comandante general de Ceuta.

(Gaceta 11 Septiembre)

PRESIDENCIA 
del Consejo de Ministros

hecho constituye delito ó una simple falta 
reglamentaria, no obstante á esa decisión 
el que se elaborara carbón con algunas, de 
las leñas "concedidas, porque los Tribuna­
les de justicia sólo pueden conocer de los 
hechos cuando son constitutivos de delito; 
en que tratándose de un monte declarado 
de aprovechamiento común, en el cual el 
daño denunciado no exceda de 2.500 pese­
tas, corresponde á la Administración cono­
cer del mismo, incurriendo los contraven­
tores en una multa; en que las mitas que 
hayan podido cometer los denunciados, asi 
en la forma, y modo como en el tiempo de 
ejecutar los aprovechamientos, sólo pueden 
ser corregidas por el Gob°rnador de la, pro­
vincia; en que á parte de todo esto, y ha­
biendo obtenido licencia los vecinos denun­
ciados para el aprovechamiento de leñas, 
con arreglo al plan forestal correspondien- 

, te, con destino al consumo de sus hogares, 
| previo el pago de 10 por 100 siempre que 

existiera una cuestión previa, cuya resolu-
I cion incumbe á la Administración, y que 
í consiste en determinar el alcance de la con­

cesión, y si ésta fue tal como se llevó á 
cabo por los vecinos; en que al Gobernador 
corresponde provocar competencias á los 
Tribunales y Juzgados, sin necesidad de

I que la reclamen las partes interesadas, y 
por lo tanto, aun cuando todos los intere-

I sados no recurran con instancia suplican- 
I do el requerimiento, procedió éste para que 
I dejara el Juzgado de conocer en un asunto 
I que no es de su competencia, ó no puede 

por ahora serlo por dividirse la continen-
I cia de la causa y no caber en que dos Au- 
I toridades distintas entiendan á la vez en 
j unas mismas diligencias; el Gobernador 

citaba el art. 27 de la ley Provincial, el 2.°
I y 3.° del Real decreto de 8 de Septiembre 
| de 1887, los artículos 121 y 124, regla l.°, 
I del reglamento de 17 de Mayo de 1865, los 
I artículos 32 y 40 del Real decreto de 8 de 
I Mayo de 1844:

Que remitido por el Juzgado el oficio de 
I requerimiento á la Audiencia de León, por 

no hallarse la causa en sumario, dicho Tri- 
I bunal sustanció el incidente, y sostuvo su

REALES DECRETOS
En el expediente y autos de competencia s 

promovida entre el Gobernador civil de la | 
provincia de León y la Audiencia de lo cii- I 
minal de dicha capital, de los cuales re- I 
sulta: j „ I

Que en el Juzgado de Riaño se instruyo i 
causa á consecuencia de haber denunciado I 
la Guardia civil del puesto de Valmartino 
el hecho de que varios vecinos de Renedo 
y otros de San Martino habían cortado y 
extraído madera de roble del monte común 
de los referidos pueblos, y fabricado varios 
hornos de carbón, habiendo extraído parte 
de este producto: , .

Que entre las diligencias del sumario I 
consta el informe pericial del Capataz de 
cultivos de la comarca., según el cual, los 
vecinos de Renedo y San Martino tenían 
licencia para hacer la corta en el sitio en 
(fue la efectuaron, ignorando la fecha en 
que dicha licencia caducó; que reconocido 
el monte denominado Fresno, común de 
los pueblos citados, había encontrado co­
mo 20 estereos de leña cortada, al parecer, 
después de terminada la época de la con­
cesión, y en el mismo sitio señalado para 
el aprovechamiento, tasando aquellos en 
15 pesetas; que la leña depositada valía 
1‘25 pesetas; que el valor de cada uno de los 
hornos encontrados en el sitio de la corta 
era de 7‘50 á 8'75 pesetas. ,

Que la Audiencia de León dictó en 13 
de Noviembre de 1889, de conformidad con 
el Ministerio fiscal, auto de sobreseimiento 
provisional en la causa por no resultar de­
bidamente justificada la existencia del de­
lito que dió motivo á la formación del pro­
ceso:

Que á instancia de D. Francisco Fer­
nández, vecino de Renedo, y de acuerdo 
con la Comisión provincial, el Gobernador 
requirió de inhibición al Juzgado de Ria- 
ño, fundándose: en que cuando la corta y 
sustracción de leñas procede de un apro­
vechamiento autorizado, como sucede en 
el presente cas e, no reviste los caracteres 
de delito, correspondiendo en su virtud la 
ipreciación y castigo del hecho á ta Admi- 
jistración, que es la que había de decidir 
en vista del importe del daño causado, si el 

rimiento, resultando de lo expuesto el pre­
sente conflicto, que ha seguido sus trámi­
tes:

Visto el art. 3.° del Real decreto de 8 de 
Septiembre de 1887, que prohíbe á los Go­
bernadores suscitar contiendas de compe­
tencia en los juicios criminales, á no ser 
que el castigo del delito ó falta haya sido 
reservado por la ley á los funcionarios de 
la Administración, ó cuando, en virtud de 
la misma ley, deba decidirse por la Autori­
dad administrativa alguna cuestión previa 
de la cual dependa el fallo que loa Tribu­
nales ordinarios ó especiales hayan de pro­
nunciar:

Considerando:
l.° Que concedido á los vecinos de Re- 

nedo y San Martino cierto aprovechamien­
to de leñas, según manifiesta la Autoridad 
requirente, corresponde á la Administra­
ción determinar si aquél se ha verificado 
en la forma autorizada, ó si, por el contra­
rio, ha habido en el mismo extralimitación 
por parte de los que le efectuaron:

2 .° Que la resolución que la Adminis­
tración adopte sobre este extremo, puede 
influir en el fallo que en su día hubieren 
de dictar los Tribunales en la causa de 
que se trata.

3 .° Que se está, por lo tanto, en uno d.e 
los casos en que por excepción pueden los 
Gobernadores suscitar contiendas de com­
petencia en los juicios criminales.

Conformándome con lo consultado por 
el Consejo de Estado en pleno;

En nombre de Mi Augusto Hijo el Rey 
D. Alfonso XIII, y como Reina Regente 
del Reino,

Vengo en decidir esta competencia á fa­
vor de la Administración.

Dado en San Sebastián á diez y seis de 
Agosto de mil ochocientos noventa.

MARIA CRISTINA
El Presidente del Consejo de Ministros, 

Antonio Cánovas del Castillo.
(Gaceta 29 Agosto)

jurisdicción, alegando: que es de la compe­
tencia de los Tribunales ordinarios corre­
gir, con arreglo al Código, las extracciones 
de leñas de montes públicos, que es de lo 
que en este caso se trata; que no habiendo 
sido los pueblos los que hicieron el apro­
vechamiento mancomunadamente, y sí só­
lo algunos vecinos en perjuicio de todos, 
concurren en el hecho los elementos que 
definen el delito de hurto; que no teniendo 
los denunciados licencia para efectuar el 
aprovechamiento en el año actual, no exis­
te cuestión previa que resolver, porque si 
las leñas procedían de las que les corres­
pondieron el año anterior, el hecho no es 

_ constitutivo el de delito, siendo ebíe el fun- 
I damento de sobreseimiento, por más que 

haya sido provisional, por no ser cumplida 
la justificación del hecho; la Audiencia 
citaba los artículos 14 y 32 del Real decre­

I to de 8 de Mayo de 1884, y el 530 del Gó- 
I digo penal:

Que el Gobernador, de acuerdo con la 
| Comisión provincial, insistió en su reque-

En el expediente y autos de competen­
cia suscitada entre el Gobernador civil de 
la provincia de Barcelona y el Juez de 
San Felíu de Llobregat con motivo del in­
terdicto de retener promovida por D. To­
más |Auferit y otro contra el Alcalde de 
Prat^de Llobregat, D. Pablo Compañy, de 
los cuales resulta:

Que con fecha 5 de Junio de 1888 el 
Procurador D. Ildefonso Llobach, en 
nombre de D. Tomás Auferit y D. Rosendo 
Arús, formuló ante el Juzgado San Felíu 
de Llobregat demanda do interdicto de 
retener y recobrar la posesión contra el 
Alcalde del pueblo de Prat de Llobregat, 

í D. Pablo Compañy, alegando los siguien- 
; tes hechos: primero, que sus principales 
I se hablaban en la posesión de la finca 

Casa Maletas en concepto de propietarios, 
por haberla adquirido á titulo de compra 
al Estado, como procedente de bienes de 
Beneficencia desamortizados, sin que en

M.C.D. 2022



2 .
dicha finca existiera carretera ni camino 
alguno de servicio público; y segundo, que 
sus representados habían sido inquieta­
dos y perturbados en la susodicha pose­
sión, llegando la perturbación hasta el 
despojo por el Alcalde de Prat, D. Pablo 
Company, con el auxilio de otras personas, 
por medio de la ruptura del malecón ó 
margen que servía de límite desde larga 
fecha entre la heredad Casa Matetas y 
la contigua, llamada Cadafalch, y antes 
Fonollar, habiendo además el Alguacil 
del Prat José Roca recorrido posterior­
mente con dos carros el paso abierto por 
el Alcalde, siempre pretextando que por 
aquel punto pasaba la carretera que con­
ducía á Valencia:

Que admitida la demanda y la informa- I 
ción ofrecida y convocadas las partes á | 
juicio verbal, antes de procederse á la ce­
lebración de éste, el Gobernador de Barce- | 
lona, á quien previamente había acudido I 
el Alcalde del Prat, solicitando requiriese 
de inhibición al Juzgado, de acuerdo con 
lo informado por la Comisión provincial, | 
dirigió el oportuno oficio inhibitorio al I 
Juez de San Felíu, fundándose: en que de I 
los antecedentes que le fueron remitidos 
por el Alcalde (y que obran en el expe­
diente gubernativo), aparece que el cami- I 
no ó carretera objeto principal de la cues- I 
tión que se debate es público; y que ha- I 
hiendo sido obstruido por los propietarios I 
de la finca Matetas, el Ayuntamiento 
acordó se repusiera al ser y estado que 
antes tenía, cuya reposición se llevó á 
cabo por el Alcalde encargado por la ley 
de ejecutar los acuerdos de la Corporación 
municipal; en que tanto por la ley regla­
mentó de Obras públicas, como por la ley | 
Municipal vigente, son de cargo de los j 
Ayuntamientos los caminos vecinales ó 
públicos enclavados dentro de sus térmi­
nos jurisdiccionales; en que el art. 72 de 
la referida ley Municipal encarga á los 
Ayuntamientos el cuidar de la composi­
ción y conservación de los caminos veci­
nales; en que por reunir el carácter de 
público el camino en cuestión, según afir­
ma el Ayuntamiento y el Alcalde, la Cor­
poración municipal obró dentro del círculo 
de sus atribuciones al adoptar el acuerdo 
de que queda hecho mérito; en que al Al­
calde, con arreglo á io que dispone el ar­
tículo 114 de la citada ley Municipal, co­
rresponde ejecutar y hacer cumplir los 
acuerdos del Ayuntamiento que reunan la 
condición de ejecutivos, como el de que 
se trataba, de conformidad con el art. 83 
de la referida ley; y en que á virtud de lo 
dispuesto en el art. 89 de la misma, los 
Juzgados y Tribunales no pueden admi­
tir interdictos contra las providencias ad- 
ministrativ is de los Ayuntamientos y Al­
caldes en los asuntos de su competencia: 
citaba, además, el Gobernador los artícu­
los 2.° y 5.° del Real decreto de 8 de Sep­
tiembre de 1887:

Que sustanciado el incidente, durante 
cuya tramitación se presentó por el Pro­
curador de la parte demandada una cer­
tificación del acta de la sesión celebrada 
por el Ayuntamiento del Prat, en que se 
acordó la recomposición del repetido ca­
mino para reponerlo á su primitivo ser 
y estado; el Juzgado San F elíu dictó 
auto sosteniendo su jurisdicción, fundán­
dose: en que del oficio de inhibición resul­
taba que el camino que ha dado lugar á 
la contienda de competencia no se halla­
ba expedito, sino interrumpido y ocupado 
por los demandantes en el itíterdicto, 
y en que el acuerdo tomado por el Ayun­
tamiento del Prat, Relativo al mismo, aun­
que versase sobre asuntos de la exdlnsiva 
competencia de dicha Corporación muni­
cipal, y por más qüe por ello viniera obli­
gado’el Alcalde á cumplimentarlo, debía 
previamente n atificarse á aquéllos en con­
formidad á 1- que dispone los párrafos 
primeé y ter ero del artículo 172 de la 
ley Mun cipU va mencionada, y no cons­
tando que lo hubiere sido, era obvio que 
dichos derúan lantes hicieron uso de su 
derecho al en* bla - la demanda de inter­
dicto, pues p<-r más e ne hubiese trans­

currido el plano de treinta días de que | ban varias extralimitaciones y exacciones I 
habla dicho artículo, podían promover el I ilegales, consistentes en haberse satisfecho | 
juicio en cualquier tiempo que tuvieran I en años anteriores de los fondos munici- 1 
conocimiento del acuerdo referido y siem- I pales, y por acuerdo del Ayuntamiento, 
pre que lo consideraran perjudicial á sus I las cantidades que se determinaban á dife- 
derechos civiles, en virtud de la citada I rentes personas en concepto de dietas á Co­
omisión. I misionados de apremio, y á compromisa-

Que apelado este auto y sustanciada la I ríos para Senadores, manutención , de los 
apelación fué confirmado por la Audien- I mozos de las escuadras; remuneración pa­
cía de Barcelona en 10 de Agosto de 1889; I ra obtener la resolución favorable delnom-

Que el Gobernador, de acuerdo con lo I bramiento de la Junta repartidora y la 
informado por la Comisión provincial, in- I aprobación de reparto de consumes; entre- 
sistió en su requerimiento, surgiendo de I ga á los Médicos encargados del reconoci- 
lo expuesto el presente conflicto, que ha I miento de los padres de mozos que en­
seguido sus trámites: I traban en quintas; gratificación á los Con

Visto el art. 72 de la ley Municipal vi- I cejales para presidir la Mesa electoral; pa- । gente, el cual en su último apartado dice: I ra influir en un fallo que la Diputación 
«es obligación de los Ayuntamientos la I provincial había de dar en un expediente 
composición y conservación de los cami- I de elecciones municipales y para gastos 

nos vecinales»: I electorales; añadía el Alcalde que el Ayun-
Visto el art. 89 de la misma ley, según | tamiento debe al Tesoro, por el cuarto I j

el cual «los Juzgados y Tribunales no ad- I trimestre de 1884-85, 1.139'97 pesetas, y I <
mitirán interdictos contra las providen- I por el cuarto trimestre de 1886-87, I <
cías administrativas de los Ayuntamientos I 1.275'39 pesetas; en que 1884-85, habían | ।
y Alcaldes en los asuntos de su compe I ingresado en arcas municipales 10.994 pe- j 
tencia»: i setas; se habían satisfecho 10.904, y apa- |

Visto el apartado l.° del art. 114 de la I recía que el agente del Ayuntamiento re- | 
propia ley, que atribuye al Alcalde como I tenia en su poder 1.139'97 pesetas, por lo I 
Jefe de la Administración municipal, la I cual el Ayuntamiento estaba descubierto I 
facultad de publicar, ejecutar y hacer I con el Tesoro; que desde l.° de Julio de I 
cumplir los acuerdos del Ayuntamiento I 1886 á 24 de Abril de 1887 ingresaron I 
cuando fueren ejecutivos y no mediare I 12.351*75 pesetas, habiéndose satisfecho I 
causa legal para su suspensión: I 12.279'42, y apareciendo también que el |

Visto el art. 2.° del Real decreto de 8 I referido agente retenía en su poder 792'50 I 
de Septiembre de 1887, que dice: «Sólo los I pesetas; concluía la comunicación, maní- I 
Gobernadores de provincia podrán pro- I festando que, á juicio del denunciante, los I 
mover cuestiones de competencia, y única- I hechos referidos constituían los delitos de- I 
mente la suscitarán para reclamar el co- I finidos en los artículos 408, 409 y 410 del I 
nocimiento de los negocios que, en virtud I Código penal; que la denuncia se hacía I 
de disposición expresa corresponde á los I porque la Delegación de Hacienda había I । mismos Gobernadores, á las Autoridades I apremiado al Ayuntamiento por falta de I 

I dependientes de ellos, ó á la Administra- I pago de cantidades que no habían ingre- I 
ción pública en general»: I sado en el Tesoro público; á la comunica- I

Considerando: I ción acompañaban seis certificaciones re- I
' l.° Que la presente contienda se ha I ferentes á los hechos denunciados: -

suscitado con motivo del interdicto de re- I Que remitida dicha comunicación y los I 
tener y recobrar la posesión, promovido I documentos á ella anejos al Juzgado de I 
por D. Tomás Auferit y D. Kosendo Arús, | instrucción de Igualada, éste procedió á la I 
propietario de la finca Casa Matetas, con- I formación de causa, acordando el procesa- I 

I tra el Alcalde de Prat de Llobregat, Don | miento de los individuos que habían for- I 
mado el Ayuntamiento de Carme, y la I 
suspensión de los que ejercieran cargos I 
públicos: '

Que en el sumario constan las certifica- I 
ciones de las sesiones de 23 de Noviembre | 
de 1884, 27 de Diciembre de 1885 y 17 I 
de Diciembre de 1886, en que el Ayunta­
miento había aprobado ciertos gastos, otra 
certificación de no existir otras actas que 
las expresadas en los años económicos de 
1882 á 86, acordando pagos por ninguno 
de los conceptos de los presupuestos de 
dichos años:

Que asimismo consta en el sumario una I 
certificación, de la cual resulta que el Al­
calde de Carme ignoraba si las cuentas 
municipales de 1886- 87 habían sido apro­
badas; y que con referencia á las de 1885-86 
estaban en poder del Ayuntamiento, de­
vueltas por la Comisión, á fin de practi­
car nuevamente otro expediente de exá- 
men y censura de las mismas:

Que el Gobernador de la provincia de 
Barcelona, á instancia de D. Andrés Coca 
y D. José Sardá, Alcalde que había sido 
del Ayuntamiento de Carme, y de acuer­
do con la Comisión provincial requirió de 
inhibición al Juzgado, alegando: que según 
aparece de los respectivos expedientes, 
las cuentas municipales de Carme, corres­
pondientes á 1883-84 1884-85 y 1885-86, 
habían sido devueltas para que se subsana­
ran los defectos que se notaban en el exa­
men y censura de las mismas por el Ayun­
tamiento y Junta municipal, sin que aun 
se hubieron examinado las de lb86-87; 
que mientras dichas cuentas no fueran 
examinadas y aprobadas, el Juzgado care­
ce óe competencia para conocer del asun­
to, por existir una cuestión previa, déla 
cuai dependería el que pudiera decirse si 
había habido ó no distracción ó malversa­
ción de fondos; el Gobernador citaba el ar­
tículo 165 de la ley Municipal, las Reales 
órdenes de 29 de Marzo y 20 de Abril de 
1881; el art. 67 del Reglamento de 25 de

Pedro Compañy.
2 .° Que el interdicto propuesto tiende 

á contrariar el acuerdo tomado por el Mu­
nicipio del Prat de recomponer el camino, 
objeto de la cuestión que se debate, cuyo 
acuerdo, como tomado por la Corporación 
dentro del círculo de sus atribuciones, una 
vez que fué ejecutivo, se cumplimentó 
por el propio Alcalde en virtud de las 
facultades que al mismo confiere el artícu­
lo II4 de la ley Municipal vigente.

3 .G Que con arreglo á lo dispuesto en 
el art. 89 de la citada ley, no es la vía del 
interdicto la que en el caso actual ha de­
bido utilizarse.

4 .° Que esto no obsta para que los in­
teresados puedan hacer valer sus dere­
chos, si á ello hubiere lugar, en el modo y 
forma que las leyes establecen.

Conformándome con lo consultado por 
el Consejo de Estado en pleno;

En nombre de Mi Augusto Hijo el Rey 
D. Alfonso XHI, y como Reina Regente 
del Reino,

Vengo en decidir esta competencia á 
favor de la Administración.

Dado en San Sebastián á veintitrés de 
Agosto de mil ochocientos noventa.

MARIA CRISTINA
El Presidente del Consejo de Ministros, 

Antonio Cánovas del Castillo.
{Gaceta 30 Agosto.)

En el expediente y autos de competen­
cia promovida entre el Gobernador civil 
de la provincia de Barcelona y el Juez de 
instrucción de Igualada, de los cuáles re­
sulta:

Que el Alcalde de Carme dirigió al Go­
bernador de la provincia de Barcelona una 
comunicación, en la cual le manifestaba 
que del examen de los libros de contabili­
dad y documentos de Depositaría resulta- 

Septiembre de 1863, y el 2.° del Real de­
creto de 8 de Septiembre de 4 887:

Que sustanciado el incidente, el Juez 
sostuvo su jurisdicción, fundándose: en 
que la incoación de la causa era debida á 
denuncia hecha por el Gobernador á fin 
de que se formara el proceso para depu­
rar y castigar, en su caso, los hechos á que 
el mismo hace referencia, habiendo, por lo 
tanto, un desistimiento por la Autoridad 
gubernativa á favor de la judicial para co­
nocer de aquellos hechos, no pudiendo 
promoverse competencia sobre los mis­
mos; en que el hecho de autos no tiene 
relación con las cuentas municipales que 
el Ayuntamiento de Carme haya de ren­
dir, relativas á los ejercicios de 1883 á 87, 
puesto que se trata de haberse dado á los 

, fondos municipales una aplicación distin­
ta de la que tenían asignada, pudiendo, 
por consiguiente, ese hecho ser castigado 
con independencia de la aprobación de las 
cuentas; y en que, por tanto, no puede de­
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cirse que existiera una cuestión previa ad­
ministrativa; el Juzgado citaba el articulo 
54 del Reglamento de 25 de Septiembre 
de 1863, y el Real decreto de 8 de Sep­
tiembre de 1887:

Que el Gobernador, de acuerdo con la 
Comisión provincial, insistió en su reque­
rimiento, resultando de lo expuesto el 
presente conflicto, que ha seguido sus trá­
mites:

Visto el art. 3.o del Real decreto de 8 
de Septiembre de 1887, que prohíbe á los 
Gobernadores suscitar contiendas de com­
petencia en los juicios criminales, á no ser 
que el castigo del delito ó falta haya sido 
reservado por la ley á los funcionarios de 
la Administración, ó cuando, en virtud de 
la misma ley deba decidirse por la Autori­
dad administrativa alguna cuestión previa 
de la cual dependa el fallo que los Tribu­
nales ordinarios ó especiales hayan de pro­
nunciar:

Visto el art. 165 de la ley Municipal, se- 
1 gún el cual la aprobación de las cuentas 

municipales; cuando los gastos no excedan 
de 100.000 pesetas, corresponde á los Go­
bernadores, oída la Comisión provincial, 
y se excediesen de esa suma, al Tribunal 
mayor de Cuentas del Reino, previo in­
forme del Gobernad or y de la Comisión

I provincial:
Considerando:
l .° Que los hechos que han dado lu- 

j gar á la formación de la causa de que se 
I trata consisten, según la denuncia, en ha- 
I berse aplica*lo indebidamente algunos fon- 
I dos municipales.

2 .° Que al examinar la Administración 
I las cuentas del Ayuntamiento de Carme no 
I puede menos de hacerlo de los gastos que 
I se suponen acordados y realizados de una 
I menera ilegal.

3 .° Que de lo expuesto se deduce que el 
I acuerdo administrativo que recaiga sobre 
| dichas cuentas puede influir en el fallo que 
I en su día hubieren de dictar los Tribuna- 
I les:

4 .0 Que se está en uno de los casos en 
I que por excepción, pueden los Goberna- 
I dores promover contiendas de competen- 
I cia en los juicios criminales.

Conformándome con lo consultado por 
I el Consejo de Estado en pleno;

En nombre de Mi Augusto Hijo el Rey 
I D. Alfonso XIII, y como Reina Regente 
I del Reino,

Vengo en decidir esta competencia á 
I favor de la Administración.

Dado en San Sebastián á veintitrés de 
I Agosto de mil ochocientos noventa.

MARIA CRISTINA
El Presidente del Consejo de Ministros, 

Antonio Cánovas del Castillo.
{Gaceta 31 Agosto)

En los autos y expediente de competen­
cia suscitada entre la Sala de lo criminal 
de la Audiencia territorial de la Coruña y 
el Gobernador de dicha provincia, de los 

j cuales resulta;
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Que en 15 de Octubre de 1888 remitió 
el Alcalde de Neda al Juez de instrucción 
del partido del Ferrol las diligencias ins 
'fruidas para averiguar los motivos de que, 
apareciendo en los presupuestos de aquel 
Ayuntamiento correspondientes al año 
1881 á 82 un crédito de 549‘45 pesetas 
contra el recaudador del impuesto de con­
sumos D. Enrique Coll, ese crédito se eli­
minó de los presupuestos e i el año si- 
guieute, declarando incobrable la canti- 
drd, por ser insolvente el deudor, diligen­
cias en las que fué oído D. Enrique Coll, 
v presentó tres recibos firmados por don 
Miguel Leobaldo, Secretario del Ayunta­
miento de Neda, por los que acreditaba 
haber percibido de Coll la cantidad de 250 
pesetas para gastos municipales y alguna 
otra cantidad como préstamo particular, 
exponiendo que había entregado al cesar 
en la cobranza varios recibos de contribu­
yentes pendientes de pago, y que unidos 
á las 330 pesetas que importaban los do­
cumentos presentados, eran bastantes á 
cubrir el descubierto en que aparecía:

de mientras no sea resuelta determinar la 
responsabilidad del autor del hecho de­
nunciado.

Conformándome con lo consultado por 
el Consejo de Estado en pleno;

En nombre de Mi Augusto Hijo el Rey 
D. Alfonso XIII, y como Reina Regente 
del Reino,

Vengo en decidir esta competencia á 
favor de la Administración.

Dado en San Sebastián á veintitrés de 
Agosto de mil ochocientos noventa.

MARIA CRISTINA
El Presidente del Consejo de Ministros, 

Antonio CánODas del Castillo.

(Gaceta 1° Septiembre.)

3
cerse, ó que ésta se realizara por persona 
que no tuviera derecho á los productos 
del monte, y que no hubiese mediado con 
anterioridad licencia para ello, porque en 
el momento en que el ramaje fué cortado 
y extraído en el supuesto de hallarse fa­
cultado el que lo hizo para apropiársele ó 
beneficiarle, tanto por ser el monte del 
pueblo, como por virtud de la licencia 
concedida para los aprovechamientos, ya 
no podía sostenerse la existencia del deli­
to, pues para ello se requería la evidencia 
del hecho, esto es, que el objeto principal 
de la sustracción fuese el aprovecharse de 
cosa mueble ajena, lo cual no era admisi­
ble en las diligencias de que se trataba; en 
que aun cuando se sostuviera que la Ad­
ministración no era competente para co­
nocer del asunto, por suponer que los 
hechos en sí constituían ya delito, siempre 
existiría una cuestión que habría que de­
cidir previamente, y de la cual depende­
ría el fallo que en su día hubieran de dic­
tar los Tribunales de justicia, cuestión que 
consistía en saber si el aprovechamiento 
estaba dentro de la concesión ó licencia 
otorgada al pueblo en el año de 1888 á 
1889.

Que sustanciado el conflicto, la Audien­
cia dictó auto declarando corresponderle 
el conocimiento del asunto, alegando: que . 
sí bien es de la competencia de lo’s Gober­
nadores civiles la corrección con multa 
por la corta de leñas verificada en montes 
públicos, como lo es el de que se trataba 
con arreglo á lo prescrito en los artículos 
4.° y 40 del Real decreto de 8 de Mayo de 
1884, cesaba esa competencia desde el 
momento en que las leñas habían sido 
extraídas del monte para pasar aquélla á 
los Tribunales de justicia, con arreglo al 
Código penal, prescripción terminante del 
art. 4.° citado, por tratarse de un verda­
dero delito de hurto con todos los elemen­
tos con que lo define el art. 530 del Có­
digo; que por más que el art. 32 del citado 
decreto de 1884 prescriba que los pueblos 
que no obtengan autorización del Jefe del 
distrito forestal para efectuar un apro ve­

En el expediente y autos de competen­
cia entre el Gobernador civil de la pro­
vincia de León y la Audiencia de lo cri­
minal de aquella capital, de los cuales re­
sulta:

Que en 28 de Mayo de 1889, el Presi­
dente de la Junta administrativa del pue 
blo de Palacio de Torio, D. Miguel Bal- 
buena, dió parte al Alcalde de dicho 
pueblo que en el día anterior, y hora de 
las dos de la tarde, poco más ó menos, 
habían sido sustraídos del monte común 
del citado pueblo, dos carros de leña de 
roble, por Rosendo Canal, de aquella ve­
cindad, los cuales se hallaban retenidos y 
depositados, lo cual ponía en su conocí 
miento á fin de que se sirviera instruir las 
diligencias que correspondieran, á cuyo 
efecto designaba los testigos que habían 
de deponer del hecho:

Que instruidas algunas diligencias por 
el Alcalde, éste, en providencia de 31 del 
propio mes y año, mandó remitir el expe­
diente al Juzgado de instrucción á los 
efectos consiguientes:

Que instruido el oportuno sumario por 
la jurisdicción ordinaria, terminadas estas 
diligencias, elevadas por el Juez instruc­
tor á la Audiencia de lo criminal, y sus­
tanciándose ante ésta, el proceso, el Go­
bernador civil de la provincia, á instancia 
de Miguel Sierra Canal, y de acuerdo con 
la Comisión provincial, requirió de inhibi­
ción á la referida Audiencia, fundándose; 
en que perteneciendo el monte de que se 
trata al pueblo de Palacio de Torio, y su 
aprovechamiento á los vecinos de dicha 
localidad, pues por eso se les había con­

Que instruido sumario para la averi­
guación de estos hechos, declaró el Secre­
tario D. Miguel Leobaldo que había reci­
bido las cantidades consignadas en dos 
recibos con cargo al Ayuntamiento, y no 
las había ingresado en Caja porque estaba 
pendiente de practicar la liquidación ge­
neral con el Recaudador D. Enrique Coll, 
y que estaba dispuesto á entregar dichas 
cantidades, aun cuando no se había prac­
ticado la liquidación; se unieron á los au­
tos cuatro cartas de pago expedidas por 
el Depositario del Ayuntamiento de Neda 
á favor de D. Enrique Coll en 26 de Ene­
ro, 1.0 y 30 de Mayo y 27 de Septiembre 
de 1881, por una cantidad total de 7.310 
pesetas 35 céntimos; un documento firma­
do en 25 de Octubre del mismo año por 
D Miguel Leobaldo, por el que se acredi 
taba haber entregado el Recaudador reci­
bos por cantidad de 516 pesetas 78 cénti­
mos y una cuenta que se dice rendida en 
26 de Julio, en la que figuran como cargo 
8.354‘70 pesetas, y como data 8.043*31 
resultando á favor del Ayuntamiento una 
diferencia de 3ir39 pesetas, siendo de 
advertir que no está incluido en la cuenta 
el importe de la carta de pago de 27 de 
Septiembre de aquel año que acreditaba 
el pago de 400 pesetas:

Que con el mismo fin de esclarecer los 
hechos, se unieron asimismo al sumario 
una certificación del Ayuntamiento de Ne­
da, de la que resulta que en la relación de 
créditos pendientes de cobro del piesu- 
puesto de 1881 á 82 aparece como prime­
ra partida la de 549'45 pesetas por lo que 
adeudaba D. Enrique Coll, recaudador del 
impuesto de consumos de 1880-81, y que 
en la liquidación general de ingresos co­
rrespondiente al mismo año y corre unida 
á los presupuestos de 1882^83, consig- . ^e -iog de reca dación
na en el cap. 8. , ait. . , enqles I municipal son responsables ante el Ayun-
de menos 14.688 82 pesetas de a. ; c lani¡entOi quedándolo éste en todo caso ci- 
solo se consideran realizables 14.13» , vilmente ante el Municipio caso de negli-
por cuanto el deudor del icsto co . ■ ia ü omisión pro'Dadas, sin perjuicio
te en 549*45 pesetas, resu - *- . , I ¿e jos derechos que contra aquéllos se
Xh L “cha’^pónÍS^d. y por puedan ejercitar: 

último se unió una copia de> laliquida- Const eran o
«ón del Presupuesto delg Ayuntamiento se en los procedi.
de Neda en el a $ o artí(¡ulo mientog criminales que, á consecuencia de
cual aparece que en D ueudien- I las diligencias del Alcalde de Neda, se si- . „
3.«, se consignan os y^dos P eQ el j do del Ferrol eon motivo aprovechamiento dentro del tiempo que
tes de cobro procedentes de los i g g ,se de(Jarado jnsolvent6 el Beeau- 1 »» le ^1Med,ó. toda vez míe en amiel 
consonados en el de Contribuciones de Neda por la
último, y se consideran lealizables c « nesetas eme había dejado I de Tono, para el aprovechamiento deejercicio actual, y figurando en la primera | cantidad de 043 pesetas que ñama auj । j
columna con ef epígrafe «ingresos autori­
zados en el presupuesto», 14.688*32 pese­
tas; en la columna en que figuran Jas re­
caudadas de menos, se estampan las 549 45 
pesetas, y en la explicación se expresa la 
nota en que aparece en la certificación de 
que se ha hecho mérito:

Que el Gobernadcr de la provincia de 
la Coruña, de acuerdo con lo informado 
por la Comisión provincial, requirió de 
inhibición á la Sala de lo criminal de la 
Audiencia de la Coruña, alegando que 
la Administración compete entender en

todo cuanto se refiere á la recaudación é 
inversión de las rentas y arbitrios de los 
Municipios y examen y aprobación de sus 
cuentas, y que toda cuestión que se pro­
mueva sobre actos de esta naturaleza debe 
ser resuelta en primer término por la Ad­
ministración, dependiendo de su resolu­
ción el fallo que hubieren de dictar los 
Tribunales, y que el ejercicio de la acción 
pública para perseguir supuestos delitos 
en el desempeño de tales funciones exige 
que antes se interpongan en el orden ad­
ministrativo los recursos que competan á 
os interesados; citaba el Gobernador los 
artículos 154, 155, 161 al 165 y 198 de la 
ley Municipal y varias decisiones de com­
petencia:

Que la Sala sustanció el incidente y dic­
tó auto declarando su competencia para 
seguir conociendo del asunto, fundada en 
que, según el art. 3.° del Real decreto de 
8 de Septiembre de 1887, los Gobernado­
res no pueden suscitar cuestiones de com­
petencia sino cuando el castigo de los he­
chos está reservado á la Administración, 
y la ley encomienda á las Autoridades de 
este orden el decidir alguna cuestión pre­
via de la cual dependa el fallo que hayan 
de dictar los Tribunales; en que los hechos 
generadores del conflicto se reducían á 
que el Secretario del Ayuntamiento de
Neda pidió una vez para sí y otras, dicien­
do que para atenciones del Ayuntamien­
to, diversas cantidades del Recaudador de 
Contribuciones de aquella Corporación, y 
que al pedirlas el uno y darlas el otro sin 
formalidad alguna, con infracción de las 
reglas á que deben ajustarse tales entre­
gas, ejecutaron actos cuya represión no 
atribuye ninguna ley á la Administración 
ni se presenta ninguna cuestión previa 
que deba decidir la Autoridad administra­
tiva para que sirva de base al fallo de los 
Tribunales; en que por virtud de las en 
tregas dichas había eliminado el Ayunta­
miento de Neia una suma más ó menos 
respetable de su presupuesto, reputándola 
perdida por la insolvencia del segundo, y 
que tal situación entrañaba un desfalco de 
los fondos municipales, que tiene su nom­
bre y el castigo en su caso en el libro 2.° 
del Código penal:

Que el Gobernador, de acuerdo con la 
Comisión provincial, insistió en su reque­
rimiento, resultando de todo lo expuesto 
el presente conflicto, que ha seguido sus 
trámites:

Visto el art. 165 de la ley Municipal 
I vigente, según el cual la aprobación de las 
I cuentas municipales, cuando los gastos no 
I excedan de 5.000 pesetas, corresponde al 
I Gobernador, oída la Comisión provincial, 

y si excediere de esa suma, al Tribunal 
I Mayo: de Cuentas del Reino, previo infor-
I me del Gobernador y de la Comisión pro- 
| vincial:

' Visto el art. 458 de la misma ley, que

codido licencia en diferentes años foresta­
les, entre otros, en el de 1888 á 1889, al 
extraer D. Angel Sierra Canal la leña ó 
ramaje para su hogar el día 26 de Mayo 
último, si lo ejecutó sin la autorización 
del Jefe del distrito, y sin pagar el 10 por 
100 del importe de lo aprovechado, había 
infringido lo dispuesto en el art. 32 del 
Keal decreto de 8 de Mayo de 1884, in­
curriendo en una multa que sería igual al 
valor de los productos; en que tanto esa 
multa como las demás responsabilidades 
pecuniarias relativas á la corta, venta ó 
beneficios de aprovechamientos forestales, 
sin la autorización competente al modo ó 
tiempo de efectuar dichas operaciones, son 
impuestas por los Gobernadores de pro­
vincia, en méritos á lo que resulte en cada 
caso del expediente que se instruya, por 
cuya razón á aquel Gobierno correspondía 
decidir si D. Angel Sierra Canal efectuó el

se le concedió, toda vez que en aquel
año tenían licencia los vecinos de Palacio

chamiento deberán pagar como multa el 
valor de lo aprovechado, no comprende 
la causa de que se trataba un hecho aná­
logo á los exceptuados en el citado artí­
culo, por no haber sido el pueblo de Pa­
lacio de Torio el que se aprovechó de las 
leñas, y en cuyo beneficio, en todo caso, 
estaría establecida la excepción de aquél 
como entidad jurídica, sino de dos de sus 
vecinos; que al hacerla sin la comunidad 
de los demás, utilizan lo que no les perte­
nece; que no habiendo obtenido el pueblo 
de Palacio de Torio autorización en la 
campaña forestal del 88 al 89 más que 
para el aprovechamiento de pastos y bro­
zas, no podía caber duda sobre si hubo ó 
no extralimitación en la licencia, porque 
se había efectuado un aprovechamiento 
distinto, como era el de leñas, no existien­
do por tanto cuestión previa que resolver:

Que el Gobernador, de acuerdo con la 
Comisión provincial, insistió en su requi- 
rimiento, resultando de lo expuesto el 
presente conflicto, que ha seguido sus 
trámites:

Vista la regla 1.a del art. 121 del regla­
mento de Montes de 17 de Mayo de 1885, 
según la cual las multas y demás respon­
sabilidades pecuniarias relativas á la cor­
ta, venta ó beneficios de aprovechamien­
tos forestales, sin la autorización compe­
tente, al modo ó tiempo de efectuar dichas 
operaciones, y á las infracciones que se 
cometan de las reglas establecidas para la 
celebración de las subastas, serán impues­
tas por los Gobernadores de provincia en 
méritos de lo que resulte en cada caso del 
expediente que se instruya, salvo lo que 
se dispone en el art. 124:

Vista la regla 1 a del art. 40 de las Or­
denanzas de Montes de 8 dé Mayo de 1884, 
que establece el mismo precepto que la 
regla 1.a del art. 121 del reglamento del 

Iramo anteriormente citada:
Con aderando:
1.® Que otorgado al pueblo de Palacio 

de Torio el aprovechamiento de pastos y

brozas en cantidad de 100 estereos, si biende entregar al Ayuntamiento.
2.° Que establecido por la ley que los 

agentes de la recaudación municipal son
I responsables ante el Ayuntamiento, y éste 

en todo caso está civilmente obligado pa­
ra con el Municipio por negligencia ú 
omisión probadas, es indudable que á la 
Administración compete instruirexpedien- 
ie para hacer efectivos los descubiertos, y 
determinar y resolver en vista de ello si 
la declaración le insolvencia se ha ajusta- ..
do á las disposiciones vigentes, lo cual se hubiera sustraído la madera o ramaje 
constituye una cuestión previa que impi

se decía que aquél terminó en 31 de Marzo 
del mismo año, y si no lo ejecutó en e 
tiempo en que debiera, ó en el previa­
mente señalado, imponerle la responsabi­
lidad oportuna, conforme á las reglas pri­
meras de los artículos 40 del Real decreto 
y 121 del reglamento citado; en que para 
que pudiera existir el delito de hurto, 
único caso en que podrían conocer los 
Tribunales del asunto, sería menester quo

sabiendo que la sustracción no podía ha-
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brozas en el monte público de que se trata 
en el año de 1888 á 1889, á la Adminis­
tración corresponde apreciar el modo y 
tiempo en que se veriticó dicho aprove­
chamiento; y si hubiese habido extralimi- 
tacion, imponer las multas y demás res­
ponsabilidades á que hubiere lugar.

2/ Que si bien la sustracción de leñas 
y demás productos forestales, verificada 
en un monte público, podría constituir un 
delito de hurto, cuyo conocimiento es de 
la competencia de la jurisdicción ordina 
ria, no puede apreciarse la existencia de 
tal delito cuando existe una autorización 
para verificar un aprovechamiento en el 
expresado monte, porque las infracciones 
que de esa autorización se cometan en 
cuanto al tiempo y forma de verificar las 
operaciones, lo mismo que en cuanto á la 
extensión y alcance que la autorización 
tenga, sólo compete apreciarla y definirla 
á la Administración, á la que también in­
cumbe corregir loe abusos que se cometan.

3.* Que por lo tanto, si se cometió 
abuso en el caso que motiva el presente 
confiicto, al atilizarse por el denunciado 
los productos forestales que se habían 
concedido á los vecinos del pueblo de Pa­
lacio de Torio, á las Autoridades guber 
nativas corresponde apreciar y corregir 
ese hecho.

Conformándome con lo consultado por 
el Consejo de Estado en pleno;

En nombre de Mi Augusto Hijo el Rey 
D. Alfonso XIII, y como Reina Regente 
del Reino,

Vengo en decidir esta competencia á 
favor de la Administración.

Dado en San Sebastian á veintitrés de 
Agosto de mii ochocientos noventa.

MARIA CRISTINA
El Presidente del Consejo de Ministros 
Antonio Cánovas del Castillo

(Gaceta 2 Septiembre.)

En los autos y expediente de compe­
tencia suscitada entre el Gobernador civil 
de la provinciéi de Lugo á la Sala de lo 
criminal de la Audiencia de la Coruña, de 
los cuales resulta:

Que D. Ladislao Louro presentó ante el 
Juzgado de instrucción de Mondoñedo un 
escrito de denuncia, en el cual exponía: que 
el Alcalde Presidente de aquel Ayuntamien­
to, D. Pedro Món, estaba procediendo á la 
venta de los bienes del exponente y á la 
de los de su mujer Doña Carmen Méndez, 
en el supuesto de que eran responsables 
al Municipio, por lo que, al parecer, adeu­
daba el arrendatario de consumos de 
aquella población en el año anterior, don 
Ramón Pardo Suaces; que había acudido 
á la Alcaldía protestando contra semejan­
te conducta, y haciendo notar que no les 
alcanzaba responsabilidad como fiadores, 
por hallarse cubierta con exceso la canti­
dad á que ascendía la fianza; que la ins­
trucción del ramo de consumos determina 
que el Municipio se haga cargo de la ad­
ministración del impuesto, á los diez días 
de vencido y no satisfecho un trimestre, y 
que el Municipio sería responsable de ía 
falta de ingresos sucesivos, y no los fia­
dores, y debiendo, en todo caso, decidirse 
previamente la responsabilidad que á ca­
da cual afectase, y siempre obtener, antes 
de decretar el apremio, la correspondiente 
autorización; que en el contrato de fianza 
sólo se hallaban obligados el dicente y su 
mujer á responder del 10 por 100 de lo 
que el arrendatario dejase de ingresar en 
los fondos municipales, y que á pesar de 
haberse vendido al deudor bienes por va­
lor de 3.000 pesetas, y embargádole la 
casa que importaba 4.0(i0 y más pesetas, 
y á más <d cupo dd extraordinario, que 
se calculaba en más de 7.900, y la suma 
de 345 por deiechc-s de introducción, se 
procedía contra los fiadores, sin hacerles 
saber la cantidí d por la cual se trababa el 
embargo, y corto se añadía á esto que el 
deudor había ngresado 4.000 pesetas á 
cuenta del primer trimestre vencido, por | 

el cual, en todo caso, sería por el que ha­
bía de exigirse responsabilidad á los fia­
dores, era evidente la responsabilidad que 
afectaba al Alcalde por embargar y vender 
bienes que nada adeudaban al Ayunta­
miento, hallándose éste ya cubierto del 
importe del compromiso, y como los Tri­
bunales pueden conocer de todas las fal­
tas cometidas por los funcionarios públi­
cos, con ocasión del procedimiento de 
apremio, suplicaba que, considerando pe­
nables los hechos expuestos, diese princi­
pio á las diligencias del sumario, y exigie­
se á la Alcaldía los antecedentes del 
asunto, suspendiendo, si procedía en jus­
ticia, la venta de bienes decretada por la 
misma:

Que el Juez elevó la denuncia á la Sala 
de lo criminal de la Audiencia de la Co­
ruña, que era la competente para conocer 
de ella; y la Sala, de acuerdo con el dicta­
men fiscal, declaró que los hechos denun­
ciados caían dentro del límite de su juris­
dicción, y dió comisión al Juez de Mon­
doñedo, para que instruyese el sumario:

Que en cumplimiento de la Comisión, 
practicó el Juez las diligencias oportunas 
para la averiguación de los hechos, y al 
recibir declaración al denunciante, se mos­
tró éste parte designando Procurador v 
Abogado:

Que el Gobernador de la provincia de 
Lugo, requirió de inhibición á la Sala de 
lo criminal de la Audiencia de la Coruña, 
exponiendo, de conformidad con el dicta­
men de la Comisión provincial, que el ex­
pediente de apremio se seguía con arre­
glo á la instrucción de 20 de Mayo de 
1884, para hacer efectivo el crédito de 
28.579‘93 pesetas, que el Ayuntamiento 
tenía contra D. Ramón Pardo, contratista 
de consumos, en el año de 1886-87; que 
existía una cuestión administrativa nacida 
del débito que aparecía á favor de los 
fondos municipales, y que-necesariamente 
tenía que motivar el procedimiento de 
apremio; que esta clase de asuntos es de 
la competencia privativa de la Adminis­
tración, sin que los Tribunales puedan 
admitir demanda, á menos que se justifi­
que haberse agotado la vía gubernativa; y 
que la Administración ha reservado el 
conocimiento de tales asuntos á la juris­
dicción ordinaria; por todo lo cual, el 
asunto estaba comprendido en la excep­
ción 2.a del núm. l.° del art. 3.° del Real 
decreto de 8 de Septiembre de 1887; y ci­
taba el Gobernador, además de esta dis­
posición, los artículos 1/ y 92 de la ins­
trucción de 20 de Mayo de 1884:

Que la Sala reclamó el sumario del 
Juzgado y dictó auto declarándose com­
petente; pero habiéndose declarado mal 
formada la competencia por Real decreto 
de 8 de Octubre del año último, subsanó 
los defectos y volvió á dictar auto soste­
niendo su jurisdicción fundada en que 
sólo pueden los Gobernadores suscitar 
contienda de competencia en materia cri­
minal, cuando la ley reserve á la Admi­
nistración el castigo del delito, ó cuando 
tenga que decidirse por Autoridad admi- 
nis rativa alguna cuestión que pueda in­
fluir en el fallo; que ninguna ley reserva 
á la Administración el conocimiento de la 
interpretación de los contratos con ella 
celebrados, si al ejecutarlos la Autoridad 
administrativa llega á cometer hechos 
como los atribuidos al Alcalde de Mondo­
ñedo, que ostentan la apreciación de jus­
ticiables por los Tribunales como com­
prendidos en el libro 2/ del Código penal; 
y en que tampoco existía cuestión previa, 
porque si los hechos denunciados no lle­
gasen á constituir delito, sería por su pro­
pia índole, y no por las declaraciones que 
hiciera la Administración:

Que el Gobernador, de acuerdo con la 
Comisión provincial, insistió en su requi- 
rimiento, resultando délo expuesto el pre­
sente confiicto, que ha seguido sus trámi­
tes:

Visto el art. 3." del Real decreto de 8 
de Septiembre de 1887, que prohíbe á los 
Goberna lores suscitar contiendas de com 
potencia en los juicios criminales, á no ser

que el conocimiento del delito ó falta haya 
sido reservado por la ley á los funciona­
rios de la Administración, ó cuando, en 
virtud de la misma ley, deba decidirse por 
la Autoridad administrativa alguna cues 
tión previa de la cual dependa el fallo que 
los 1 ribunales ordinarios ó especiales 
hayan de dictar:

Considerando:
1/ Que la denuncia de D. Ladislao 

Louro se funda en que se siguen contra 
sus bienes y los de su mujer procedi­
mientos de apremio por cantidad no de­
terminada, sin haberse decidido previa 
mente la responsabilidad que pueda al­
canzarle, y en suponer que no es fiador 
más que por un tanto por 100 de lo que 
adeude el contratista de consumos D. Ra­
món Pardo.

2/ Que á la Administración compete 
decidir si el expediente de apremio se ha 
ajustado á las prescripciones de la instruc­
ción de 20 de Mayo de 1884, y en todo 
caso los límites de las responsabilidades 
del fiador y la cantidad por la cual es éste 
resjwnsable.

3.* Que Ínterin no se decidan estos ex­
tremos, de los cuales depende la aprecia­
ción de los hechos sometidos por la denun­
cia al conocimiento de los Tribunales, no 
pueden éstos apreciar si existen ó no los 
delitos de que se acusa al Alcalde de Mon 
doñedo, y se está, por consiguiente, en uno 
de los casos en que los Gobernadores 
pueden suscitar competencia en los jui­
cios criminales.

Conformándome con lo consultado por 
el Consejo de Estado en pleno;

En nombre de Mi Agusto Hijo el Rey 
D. Alfonso XIII, y como Reina Regente 
del Reino,

Vengo en decidir esta competencia á 
favor de la Administración.

Dado en San Sebastian á veintitrés de 
Agosto de mil ochocientos noventa.

MARIA CRISTINA
El Presidente del Consejo de Ministros 

Antonio Cánovas del Castillo.

^Gaceta 3 Septiembre)

, En el expediente y autos de competen­
cia suscitada entre el Gobernador civil de 
la provincia de Murcia y el Juez de pri­
mera instancia de Cartagena, do los cua­
les resulta:

Que celebrado contrato entre el Ayun­
tamiento de Cartagena y D. Juan Jiménez 
Salinas para el servicio de la extracción 
de materias fecales por medio de aparatos, 
entre las condiciones establecidas, lo fue­
ron: que empezaría, á contarse el arriendo 
desde l.° de Julio de 1888, terminaría en 
21 de Enero de 1907, y que á la respon­
sabilidad del contrato quedaba afecto todo 
el material que el contratista emplease en 
dicho servicio:

Que seguidos autos ejecutivos en el Juz­
gado de Cartagena á instancia de D. Juan 
María de Torres contra D. Juan Jiménez 
Salinas sobre el pago de cantidad, se des­
pachó mandamiento de ejecución contra 
los bienes del deudor, embargándole á las 
resultas del expresado juicio los aparatos, 
efectos y caballerías que constituían el 
tren de limpieza dedicado á la extracción 
de materias fecales, por lo cual el Alcalde 
de la expresada ciudad acudió al Gober- , 
nador de la provincia para que suscitara i 
al Juzgado la oportuna competencia, co­
mo así lo hizo dicha Autoridad gubernati­
va, de acuerdo con la Comisión provin­
cial, fundándose: en que la competencia 
era suscitada con motivo de un embargo 
judicial por deudas particulares, y que lo 
embaí gado estaba sujeto á la responsabi- I 
lidad de un contrato idministj’ativo; que | 
de no llevarse éste á efecto con la regula- I 
ridad y precisión que en él estaba estipu- I 
lado, dada la índole dtl servicio á que se I 
refería, y la propensión que la localidad 
tiene al desarrollo de determinadas enfer- I 
medades, á más ds privar al Municipio de I 
los ingresos que según la condición 12 del |

contrato debía hacerle el referido Jiménez 
podía resentirse la salud pública; en que 
si bien correspondía á la Autoridad admi­
nistrativa el conocimiento del asunto de 
que se trataba, esto no debía impedir á los 
Tribunales ordinarios la continuación de 
los procedimientos ejecutivos contra los 
demás bienes que pudiera tener el intere­
sado; en que á más de las razones expues­
tas, la Comisión provincial, en su informe 
proponía el requerimiento de inhibición 
al mencionado Juzgado, en cuanto á la 
traba de los efectos de que se ha hecho 
mérito; y citaba el Gobernador el art. 84 
de la ley de 25 de Septiembre de 1863, el 
art. 72 de la vigente ley Municipa1, artícu­
lo 2.° del Real decreto de 8 de Septiembre 
de 1887, y una decisión de competencia:

, Que sustanciado el incidente, el Juez 
dictó auto declarándose competente: y ha­
biéndose cometido vicios en la tramitación 
del conflicto, se declaró mal formada la 
competencia por Real decreto de 8 de Oc­
tubre de 1889:
. Qn© subsanados los defectos que dieran 
origen á la declaración de mal formada 
esta competencia, el Juez volvió á dictar 
auto declarando corresponderle el conoci­
miento del asunto, alegando: que no se 
encontraba debidamente probado que el 
tren de limpieza, propiedad del ejecutado, 
se hallase afecto á responder del contrato 
administrativo entre dicho interesado y 
el Municipio de aquella ciudad, cuyo con­
trato tampoco se había probado, y aun en 
la hipótesis de que existiera, no se expli­
caba la manera legal de existir la referida 
responsabilidad, en la que, como efectos 
muebles y semovientes que eran los que 
constituían el tren de limpieza, no cabía 
más forma de estar contraída legal mente 
que la de haber sido dado en prenda, cu­
yo hecho tampoco había podido tener lu­
gar, dado el destino de dicho tren; que 
por lo mismo había necesitado estar en 
poder del Juan Jiménez y no en el del 
Municipio; que aparte de no existir, por 
la consideración antes expuesta, relación 
alguna de derecho que implicare respon­
sabilidad de los efectos embargados, con 
relación al contrato administrativo que se 
invocaba, era de todo punto inaplicable al 
caso de autos la cita del Real decreto de 4 
de Junio de 1885, por el que se decide á 
favor de la Administración la competencia 
suscitada entre el Gobernador de la pro­
vincia de Santander y el Juez de primera 
instancia del distrito del Hospital de Ma­
drid, toda vez que los bienes embargados 
en aquel caso eran de naturaleza inmue­
ble, en cuyo concepto habían sido hipote­
cados á la responsabilidad del contrato, y 
por tanto, existía relación jurídica entre 
el embargo de aquéllos y el contrato ad­
ministrativo, á diferencia de lo que suce­
día en los autos de que se trataba, en los 
que se había hecho traba de unos efectos 
muebles; que dada su naturaleza y desti­
no, no podrían jurídicamente estar sujetas 
á la responsabilidad que se pretendía, y 
no se probaba en modo alguno la preten­
dida relación y responsabilidad; que, co- 
-ü o  quedaba dicho, pugnabm con la exis­
tencia <le las obligaciones de garantías hi­
potecarias y de prenda, que son las únicas 
de constituir aquéllos, según la respectiva 
naturaleza de los bienes; que era, por tan­
to, también inaplicable á la presente con­
tienda la cita del art. 84 de la ley de 25 de 
Septiembre de 1863 yd 72 de la vigente 
ley Municipal, por no encontrarse en el 
embargo practicado óbice alguno que se 
opusiera al cumplimiento, inteligencia, res­
cisión y efectos del contrato municipal 
que se incoaba, ni con él se habia invadi­
do la competencia del Gobernador en su 
deber de velar por el cumplimiento de los 
sei vicios públicos, quedaba esta compe­
tencia de parte de la jurisdicción ordina­
ria, á quien correspondía decretar el em­
bargo de unos efectos que era visto no se 
hallaban afectos ni podrían hallarse á la 
responsabilidad y cumplimiento del con­
trato que se alegaba entre D. Juan Jimé­
nez Salinas y el Ayuntamiento de aquella 
ciudad:

M.C.D. 2022



Pliego número 2 del Be
Que el Gobernador, de acuerdo con la 

Com'sión provincial, insistió en su reque­
rimiento, resultando de lo expuesto el 
presente convicto, que ha seguido sus trá­
mites:

Visto el art. 5.° de la ley de 13 de Sep­
tiembre de 1888, según el cual continúan 
atribuidas á la jurisdicción contencioso 
administrativa las cuestiones referentes al 
cumplimiento, inteligencia, rescisión y 
efectos de los contratos celebrados por la 
Administración central, provincial y mu­
nicipal, para obras y servicios públicos de 
toda especie:

Considerando:
l .° Que la presente contienda de com­

petencia se ha suscitado con motivo del 
embargo practicado por la Autoridad ju­
dicial en el tren de limpieza que se halla 
afecto al contrato celebrado entre D. Juan 
Jiménez Salinas y el Ayuntamiento de 
Cartagena, para el servicio público de la 
extracción de materias fecales en aquella 
población.

2 .° Que la responsabilidad que por el 
expresado contrato administrativo afecta 
al mencionado tren de limpieza constituye 
parte de dicho contrato, y la inteligencia, 
cumplimiento y efecto del mismo corres­
ponde determinarlo á la Administración.

3 .° Que esto no obsta para que la Au­
toridad judicial continúe los procedimien­
tos ejecutivos contra los demás bienes del 
deudor ejecutado, dejando á salvo lo que 
se halla afecto al cumplimiento del referi­
do contrato administrativo.

Conformándome con lo consultad^ por 
el Consejo de Estado en pleno; ,

En nombre de Mi Augusto Hijo el Rey 
1). Alfonso XIII, y como Reina Regente 
del Reino,

Vengo en decidir esta competencia á 
favor de la Administración, sin perjuicio 
de las facultades que corresponden á la 
Autoridad judicial para seguir el procedi­
miento contra los demás bienes del deu­
dor, que no estén á afectos a) contrato ad­
ministrativo celebrado con el Ayunta­
miento.

Dado en San Sebastián á veintitrés de 
Agosto de mil ochocientos noventa.

MARIA CRISTINA

El Presidente del Consejo de Ministros, 
Antonio Cánovas del Castillo.

Gaceta 4 Septiembre.

Anuncios Oficiales.

Núm. 513
COMISION PROVINCIAL 

DE LAS BALEARES
No habiendo tenido efecto por falta de 

licitadores el remate del arrendamiento 
del Teatro Principal de esta ciudad, en la 
subasta verificada el día 6 del corriente, 
la Comisión provincial ha acordado anun­
ciar segunda licitación que se verificará 
con arreglo al siguiente

Pliego de condiciones
1. a El arrendamiento principiará el día 

siguiente al de la adjudicación definitiva 
de este contrato hasta el día 30 de Junió 
de 1892, finalizados estos dos años cómi­
cos podrá prorrogarse el contrato por uno 
ó dos años más, siempre que lo estimen 
conveniente ambas partes contratantes, 
debiendo avisarse mútuamente con cuatro 
meses de anticipación.

2. a No van comprendidos en el arren­
damiento el palco núm. 1 de platea, el 
palco núm. 12 del piso principal en el ca­
so de que se necesitare para la presiden­
cia, los dos cuartos que hay en el pasillo 
del mismo piso, el cuarto núm. 23 del es­
cenario destinado á archivo, las habitacio­
nes del Conserge y del vigilante, y la car­
pintería, si bien el empresario podrá ser­
virse de esta última dependencia para 
componer los efectos destinados al servi­
cio del escenario.

3. a Durante el tiempo del arrenda­
miento podrán darse funciones líricas, dra- 

itin Oficial número 3687. 
mátic°s y conciertos; para otra cualquiera 
clase de espectáculos deberá obtenerse pré- 
viamente la venia de la Comisión provin­
cial.

4. a Se hará una rebaja del 20 p§ del 
alquiler anual cuando el empresario dé 
por lo menos 30 representaciones de ópe­
ra lírica italiana, la que se descontará al 
satisfacer las últimas mensualidades del 
año correspondiente. La Comisión provin­
cial podrá elevar esta rebaja al 50 pg si 
el empresario presentara un cuadro de 
compañía compuesto de artistas de mérito 
escepcional que mereciera general apro­
bación.

5. a La Comisión provincial podrá sus­
pender los espectáculo:; si fueran impro­
pios de este Teatro y del público que á él 
habitualmente concurre.

6. a El empresario no podrá dar prin­
cipio á las funciones sin haber firmado 
préviamente el correspondiente inventario 
>or duplicado, en el que se hará cargo de 
as decoraciones, tripería, aparatos de gas 

y demás efectos existentes en el escenario 
y edificio. Durante el tiempo del arrenda­
miento será responsable de todos ellos y 
de los que acaso se vayan añadiendo, y 
deberá reponer continuamente á medida 
que se causen los desperfectos de las de­
coraciones y tripas por poco importantes 
que sean, para lo cual se servirá de pinto­
res que merezcan la aprobación de la Co 
misión provincial.

7i. a Será de cuenta del empresario el 
pago de las primas y demás gastos que 
ocasione el asegurar contra incendios el 
edificio y su contenido, por el capital de. 
187.500 pesetas, en las compañías «La 
Balear» y «La Catalana», ó en las que de­
signe la Comisión provincial. Para el de­
bido cumplimiento de esta obligación de­
berá entregar al Administrador del Hos­
pital las cantidades necesarias para reali­
zar el seguro y sus renovaciones, quedando 
terminantemente prohibido dar funciones 
en ningún caso y bajo pretesto alguno, 
sino estuviese asegura- lo el Teatro.

8. a Cada día de función reservará el 
empresario hasta la una de la tarde y por 
su precio, los palcos principales números 
2 y 22 para las autoridades superiores ci­
vil y militar.

9. a El empresario permitirá ia entrada 
gratuita á que tienen derecho los accionis­
tas, y á los representantes de las Socieda­
des de seguros contra incendios, en cuyas 
compañías esté asegurado el edificio, y al 
encargado del reloj.

10. a También permitirá la entrada á 
todas horas y en todas las dependencias 
del Teatro al Sr. Presidente de la Diputa­
ción, á los Sres. Diputados provinciales, 
al Secretario de la Corporación y al Con­
serge y vigilante del mismo.

11 a El empresario podrá fijar el valor 
de las entradas y localidades, como mejor 
conviniere á sus intereses, pero en el caso 
de suprimir las entradas deberá indemni­
zar á los accionistas con una rebaja de 50 
céntimos de peseta por función á cada 
uno, en el precio de sus respectivas loca­
lidades.

12. a El arrendatario bajo su responsa­
bilidad deberá conservar limpios y asea­
dos el escenario y todo el edificio, la parte 
baja de la fachada y la acera contigua á 
la misma. Estará igualmente obligado á 
mantener constantemente llenos los depó­
sitos de agua destinados al servicio de in­
cendios y á la limpieza de los escusados y 
urinarios. En el caso de que dejára de 
cumplir estas obligaciones podrá la Co­
misión provincial mandarlo hacer á sus 
costas.

13. a No podrá variar ninguna puer­
ta, localidad ni otra cosa del edificio sin 
anuencia de la Comisión.

14. a Tampoco podrá sin la misma 
anuencia agugerear, cortar, restaurar ni 
¿Iterar las" decoraciones ni extraer efecto 
alguno del edificio.

15. a Siempre que el arrendatario con­
sidere conveniente construir alguna deco 
ración nueva, telón ó tripería para mejor 
servicio del escenario, deberá ponerlo en 

conocimiento de la Comisión provincial 
para su correspondiente aprobación; y en 
el caso de tener efecto la construcción el 
Hospital abonará el valor de la tela y ar­
mazón que se emplee, siendo de cuenta 
del empresario todos los demás gastos, 
quién deberá valerse del pintor ó pintores 
que designe la Comisión, quedando de 
propiedad del Teatro todo lo que se hu­
biese construido.

16. Durante las horas de función de­
berán estar encendidos todos los mecheros 
de gas colocados en la sala de espectáculos, 
en los salones, escenario, pasillos y demás 
dependencias del edificio, dándoles la 
fuerza de luz necesaria, para que esté per­
fectamente alumbrado.

Las bujías que por orden del Excelen­
tísimo Sr. Gobernador de la provincia se 
colocan en los pasillos deberán encenderse 
un cuarto de hora antes de que empieze la 
función y reponerse antes de que se apa­
guen en el caso de que por la duración del 
espectáculo llegaran á consumirse total­
mente. También cuidará el empresario de 
que desde que empieze á oscurecer en el 
escenario se enciendan en el mismo los 
mecheros necesarios para transitar por él 
sin esposición alguna. El dependiente en­
cargado del alumbrado, limpieza y arreglo 
do los aparatos podrá ser nombrarlo por el 
empresario, pero este nombramiento debe­
rá someterse á la aprobación de la Comi­
sión provincial.

17. También deberá someter el empre­
sario á la aprobación de la Comisión los 
nombramientos de Director de escena y 
Maquinista.

18. Para las lámparas y demás luces, 
que requiere la escena, no podrá hacerse 
uso de aceite de petróleo ni de otro líqui­
do inflamable, escepto el alcohol que po­
drá usarse en casos precisos.

19. Para todas las impresiones de car­
teles, anuncios, entradas, localidades y de 
más que se necesite deberá servirse el 
empresario de la Escuela-Tipográfica de la 
Casa de Misericordia, y entregará al con­
serge un ejemplar de cada una con desti­
no al archivo del Teatro.

20. El empresario tendrá obligación 
de tener en el mismo edificio doce hachas 
de cuatro pabilos y un repuesto de bujías 
para el caso de que por cualquier acciden­
te faltare el gas, siendo responsable de las 
consecuencias que ocasionare la falta de 
cumplimiento de esta obligación.

21. El empresario no podrá subarren­
dar el Teatro ni ninguna de sus depen­
dencias, sin obtener préviamente el con­
sentimiento de la Comisión provincial.

22. La Comisión se reserva el derecho 
de dictar las reglas que estime convenien­
tes para la uniformidad del mueblaje y 
adorno de las localidades.

23. El empresario estará sujeto al 
cumplimiento de las disposiciones que 
rijan sobre la organización de teatros, y á 
las medidas de buen gobierno que estime 
conveniente adoptar la autoridad superior 
civil de la provincia, ó la autoridad local 
según sus respectivas atribuciones; y no 
tendrá derecho á indemnización ni rebaja 
de alquiler aunque se introduzcan refor­
mas en el coliseo por consecuencia de las 
cuales se disminuya el número de locali­
dades del patio.

24. Cada día primero y 15 de los meses 
de Octubre, Noviembre, Diciembre, Ene­
ro, Febrero y Marzo deberá satisfacer el 
empresario al Administrador del Hospital 
una dozava parte de la cantidad anual 
que importa el alquiler del Teatro.

25. El arrendamiento se adjudicará 
por medio de subasta á la alza bajo el tipo 
de 3.500 pesetas como mínimum de la 
anualidad.

26. Dicha subasta tendrá lugar en el 
salón de sesiones de este cuerpo provin­
cial empezando á las doce del día 3 de 
Octubre próximo en la forma prevenida 
en el art. 8.° del Real Decreto de 4 de 
Enero de 1883.

27. Luego de constituida la mesa se 
dará lectura al art. 16 del citado R. D. y 

al pliego de condiciones á que debe suje, 
tarse el contratista.

28. Terminada la lectura de dichos 
documentos el Señor Presidente declarará 
abierta la licitación por un plazo de media 
hora y advertirá á los concurrentes que 
durante él pueden pedir las es ulicationes 
que estimen necesarias sobre las condicio­
nes de la subasta, en la inteligencia de 
que después de trascurrido este plazo y 
abierto el primer pliego no se dará espli- 
cación alguna.

29. Durante el espresado plazo de 
media hora los licitadores entregarán al 
Presidente los pliegos que contengan sus 
proposiciones, rubricando por sí mismos 
la carpeta en el acto de la entrega, y el 
Presidente los recibirá dando á cada plie­
go el número que le corresponda por el 
órden de presentación, y los dejará sobre 
la mesa á la vista del público.

30. Los pliegos se entregarán cerrados 
y deberán contener la proposición ajusta­
da al modelo que se inserta al final de 
estas condiciones, el resguardo que acre­
dite haber entregado en la Depositaría de 
fondos provinciales 350 pesetas como fian­
za provisional, y la cédula personal del lici- 
tador. Cuando un licitador presente más de 
un pliego bastará que en el primero acom­
pañe estos dos últimos documentos.

31. Una vez entregados los pliegos al 
Presidente no podrán retirarse por nin­
gún motivo.

32. Cinco minutos antes de espirar el 
plazo de media hora se anunciará en alta 
voz por un portero, de órden del Presiden­
te, que solo falta este tiempo para termi­
nar el plazo de admisión, y al espirar la 
media hora el Presidente lo declarará ter­
minado.

33. Inmediatamente el Presidente abri­
rá el primer pliego presentado y dará lec­
tura en alta voz á la proposición en él 
contenida; y sucesivamente abrirá y leerá 
las demás por el órden de numeración 
que se les haya dado al presentarlas.

34. En el mismo acto de la apertura 
el Presidente declarará desechadas la® 
proposiciones que fijen una cantidad mé- 
nor que el tipo señalado, las que no fue­
ran acompañadas del resguardo de depó­
sito y de la cédula personal del licitador, 
fuera del caso previsto en la condición 30 
y las que no se ajustaren al modelo, siem­
pre que las diferencias puedan producir á 
su juicio duda racional sobre la persona 
del licitador, sobre el precio, ó sobre el 
compromiso que contraiga, sin que en 
caso de existir esta duda deba admitirse 
la proposición, aunque el licitador mani­
fieste que está conforme en que se entien­
da redactada con extricta sugeción al 
modelo.

35. Terminada la lectura de todos los 
pliegos presentados el Presidente adjudi­
cará provisionalmente el remate al autor 
de la proposición más ventajosa entre las 
admitidas.

36. Si entre las proposiciones admiti­
das hubiese dos ó más iguales más venta­
josas que las restantes se abrirá entre sus 
autores una licitación verbal durante un 
plazo de diez minutos, pasados los cuales 
lo declarará el Presidente terminado des­
pués de apercibir por tres veces á los lici­
tadores, entendiéndose que si ninguno 
mejorase su proposición ó todos la mejo­
rasen en los mismos términos se hará la 
adjudicación provisional del remate á fa­
vor de aquel cuyo pliego tenga el número 
más bajo.

37. HecRa la adjudicación provisional 
el Presidente devolverá á los licitadores 
sus respectivas cédulas personales toman­
do nota de la fecha y número de cada una 
y unirá al expediente de s> basta todos los 
resguardos de depósito y todas las propo­
siciones presentadas incluso las que hu­
biese declarado desechadas, sin más es- 
cepción que las correspondientes á los li­
citado] es que esten conformes, con dicha 
declaración, quienes podrán recogerlas en 
el acto con los resguardos le depósito co­
rrespondientes, entendiéndose que renun 
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cían con esto á todo derecho á la adjudi­
cación definitiva del remate.

38. El acta de subasta se extenderá 
sin levantar la sesión y será leída en alta 
voz por el Secretario que la autorizará, 
adicionándose á continuación k. s protes­
tas y reclamaciones que sobre su conte­
nido hicieren los concurrentes.

39. Dentro de los cinco días siguien­
tes al de la celebración de la subasta, po­
drán acudir por escrito ante esta Corpo­
ración provincial todos los licitadores, cu­
yas proposiciones hayan sido admitidas, 
ó que no se hayan conformado con tener­
las por desechadas, exponiendo lo que á 
su derecho convenga, sobre el acto de lá 
subasta, sobre la personalidad jurídica de 
los demás licitadores, y sobre lo que crean 
que debe resolverse respecto á la adjudi­
cación definitiva. ,

40. Espirado el plazo de cinco días 
que señala la condición anterior, esta Cor­
poración provincial resolverá lo que esti­
me procedente sobre la validez ó ' nulidad 
del acto de la subasta sin que contra su 
resolución quepa recurso alguno, haciendo 
la adjudicación definitiva del remate en la 
forma que establece el art. 20 del precita­
do Real decreto. , , .

41. Hecha la adjudicación definitiva 
el rematante deberá convertir dentro del 
término de 10 dí> sel depósito provisional 
en necesario aum rotándolo hasta el 20 p§ 
del importe total del arrendamiento, cuya 
cantidad será garantía del contrato, que­
dando por lo mismo sujeta a responde- 
de su exáéh) cumplimiento.

42. El empre iario quedará sometido 
á la jurisdicción de los tribunales que sean 
competentes para conocer de las cuestio­
nes que puedan suscitarse; y por ningún 
motivo previsto ó imprevisto podrá pedir 
disminución del prec o del arrendamiento 
ni rescisión del contr ito.

Palma 16 Septiembre de 1890.— El 
Vice-Presidente, Tomás Darder.— P. A. de 
la C. P., El Secrecario, Silvano Font.

Modelo de proposición.
El que suscribe vecino de. según cé­

dula personal que acompaña con el nú­
mero.... enterado de las condiciones pu­
blicadas en el Bo l e t ín  Of ic ia l  para el ar­
rendamiento del Teatro Principal de esta 
ciudad por dos años cómicos comprendi­
dos desde el día siguiente al de la adjudi­
cación definitiva del contrato hasta el día 
31 de Junio de 1892, se obliga á tomar á 
su cargo dicho arrendamiento, con suge- 
ción ai expresado pliego de condiciones 
por la cantidad de....pesetas (Esta canti­
dad deberá ponerse en letras y no en 
guarismos).

{Fecha y firma del proponente^

Núm. 514 

d e l e g a c ió n  d e  h a c ie n d a  
DE LAS BALEARES

Con fecha 6 del mes de Agosto último 
quedó posesionado del cargo de Inspector 
de Hacienda pública de esta provincia, 
D .Pedro Arguimbau y Olives, Oficial de 
4.a clase.

La misión que incumbe á dicho emplea­
do en el ejercicio de sus funciones, se ha­
lla esplicitamente detallado en el Regla­
mento especial de 11 de Mayo de 1888 y 
Real orden de 28 de .Julio de 1889, para 
el cumplimiento de ambas disposiciones, 
esto es, el investigar y vigiar constante­
mente con objeto de evitar ocultaciones y 
fraudes á la riqueza Territorial, en cuanto 
se refiere á la contribución de inmuebles, 
cultivo y ganadería, la de Industrial y de 
Comercio, el Impuesto de Derechos rea­
les y trasmisión le bienes, de Minas, de 
Células personales, la Renta del Timbre 
del Estado, el unícuesto sobre billetes de 
viageros y tras por -es de mercancías, las de 
Propiedades y Derech >8 del Estado y el es­
pecial de Consum )S, sobre alcoholes y be­
bidas espirituosas y todo cuanto haya re­
lación para descu >rir -as ocultaciones que 

existan ó puedan existir con perjuicio de 
las Rentas y derechos del Estado.

Para que tenga pues desenvolvimien­
to rápido las leyes adjetivas dictadas para 
el planteamiento de las importantes ges­
tiones de dicho funcionario y con el fin de 
no perjudicar los sagrados intereses del 
Tesoro, esta Delegación de mi cargo reco­
mienda con la mayor eficacia á todas las 
autoridades civiles ó militares y Jefes de 
Oficinas públicas, auxilien y faciliten al 
mismo todo el apoyo y concurso necesario, 
según dispone el artículo 26 del citado Re 
glamento y demas preceptos de Instruc­
ción.

Lo que se publica en este periódico ofi­
cial en cumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo 9.° del referido Reglamento de 11 
de Mayo de 1888, llevado á cabo para el 
servicio de investigación de la Hacienda 
pública.

Palma 16 de Septiembre de 1890.— El 
Delegado de Hacienda, Guillermo Martí.

Núm. 515

ADMINISTRACION
DE CONTRIBUCIONES DE L S BALEARES 

Sección de Recaudación.
El día 18 del corriente mes, termina en 

la primera zona del partido de esta Capi­
tal, el primer período de cobranza vo­
luntaria de las contribuciones territorial é 
industrial correspondientes al primer tri­
mestre del actual año económico, y se ad­
vierte á los contribuyentes que en dicha 
fecha no hubiesen hecho efectivas sus cuo­
tas, que podrán verificarlo, sin recargos, 
durante los diez primeros días siguientes, 
en las oficinas de Recaudación, sitas en la 
Plaza de la Constitución número 54 de es­
ta ciudad.

Lo que se anuncia en el Bo l e t ín  Of ic ia l  
de la provincia y demás periódicos de es­
ta localidad, para conocimiento de los 
contribuyentes á quienes pueda interesar.

Palma 16 Septiembre de 1890.—El Ad­
ministrador, Bernardo Amer.

Núm. 516

AYUNTAMIENTO DE PALMA
Estado espresivo de los gastos causados 

durante la última semana en las obras 
que éste Ayuntamiento hace por Ad­
ministración.

SITIO DONDE SE EFECTUA LA OBRA.
Reparación y conservación de los em­

pedrados y terríscos de las calles y plazas 
de esta Ciudad.—Oficiales 29, importe pe­
setas 76.—-Peones 74, importe pesetas 
128‘50.—Arena de mar, metros cúbi­
cos 3, importe pesetas 5*07.—Cemento, 
kilógramos 2000, importe pesetas 35.— 
Labra piedra caliza, metros cúbicos 33, 
importe pesetas 21‘78,—Trasporte de es­
combros, metros cúbicos 25, importe pese­
tas 25.—Triturar piedra, metros cúbicos 
37‘50, importe pesetas 46*89.—Trasporte 
de piedra para triturar, metros cúbicos 
29*50, importe pesetas 36*88.—Aceite para 
los faroles, 2*30 pesetas.

Reparación y conservación de las fuentes 
y cañerías.—Oficiales 19 y medio, impor­
te pesetas 54*52.—Peones 26, importe pe­
seras 43*29.—Arena de la riera, metros 
dioicos 1, importe pesetas4*50.—Cemento, 
kilógramos 1500, importe pesetas 26*25.— 
Aceite para los faroles, 1*25 pesetas.

Reparación y conservación de las alcan­
tarillas.—Oficiales 6 y medio, importe pe­
setas 17*25.—Peones 9, importe pesetas 
15*56.—Cemento, kilógramos 500, impor­
te pesetas 8*75.

Reparación y conservación de las escue- 
las-Hostalet d* en Cañellas.—Oficiales 1, 
importe pesetas 2*50.—Peones 2, importe 
pesetas 3*42.

Nota. Han facilitado materiales los con­
tratistas y proveedores siguientes: Cemen­
to, Juan Güell.—Arena de mar y traspor­
te de escombros, Onofre Garau.—Arena 
de rio, Rafael Jaume.—Labra piedra cali­

za, José Crespí.—Trasporte piedra para 
triturar,' Gaspar Camps y trituración de 
fiedra varios peones á destajo.

Palma 19 Agosto de 1890.—El Alcalde, 
Parceló.

Núm. 517

D. Francisco Pons, Alcalde Accidental de 
la M. I. N.y L C. de Palma.
Hago saber: que por el Recaudador de 

os arbitrios municipales de este Excelentí­
simo Ayuntamiento me ha sido presentada 
la relación de los contribuyentes, por ca- 
rruages de lujo, que no han satisfecho sus 
cuotas correspondientes al primer trimestre 
del presupuesto corriente en los plazos es­
tablecidos por los artículos 33 y 42 de la 
Instrucción de procedimientos vigente, en 
su virtud he dictado la siguiente Providen­
cia: Por cuanto los contribuyentes com­
prendidos en esta relación no han satisfecho 
sus cuotas en los plazos señalados en los 
artículos 33 y 42 de la Instrucción de 12 
de Mayo de 1888, quedan incursos en el 
recargo del cinco por ciento sobre sus cuo­
tas que establece el artículo 11 de la Ins­
trucción de procedimientos* pudiendo satis­
facer sus cuotas y el mencionado recargo 
durante los cinco días siguientes á la publi­
cación de la presente según dispone el artí­
culo 14 de dicha instrucción de procedi­
mientos.

Lo que se hace saber para conocimiento 
de los deudores que no han satisfecho sus 
respectivas cuotas del impuesto sobre ca- 
rruages de lujo.

Palma 16 Septiembre 1890.—Pons.

Núm. 518

D. José Escolano de la Peña, Jue^ de pri­
mera instancia del distrito de la Cate­
dral de la ciudad de Palma de Mallorca.
En virtud del presente edicto se sacan á 

pública subasta por término de ocho días 
los efectos que á continuación se espresan 
con su justiprecio.

Pesetas.
Un saco de estopa con ocho barci­

nas avena. . 8*oo
Tres sacos que contienen veinte y 

siete barcillas trigo común sin cri­
bar. . 58*50

Dos sacos de estopa con nueve al­
mudes de habas para comer. . 3*50

Un mulo de tiro con sus guarnicio­
nes. . 125*00

Un carro para trabajo. . ioo*co
Otro carro con muelles y toldo . . 100*00
Veinte y seis sillas pintadas ver­

de con asiento de enea. . 2500
Diez sillas de morera con asiento 

de cuerda. . 20'00
Ocho sillas de caoba con asiento de 

enea forrada de maiz. . 48*00
Una silla paridera. . 20*00
Seis cuadros grandes moldura co­

piada. . 52*50
Un espejo de igual marco. . 20*00
Una mesita de caoba con cajón y 

cerradura. . 18*00
Un bufete de cerezo con pies tor­

neados y estribos de yerro. . 6'OO
Un guarda-ropas de pino flandes 

con tres cajones y dos puertas. 55*00
Una mesa con alas pino norte con

dos cajones y pies torneados. . 12*00
Un reloj con caja de pino pintada. 45*00
Dos braseros de cobre regulares y 

de igual tamaño. . 2o‘oo
Una romana grande que por el pe­

so mayor alcanza, seis quintales 
con su correspondiente peso y 
gancho separado. . 15*00

Una cómoda antigua forrada de 
caoba con embutidos de metal. 55*00

Siete orzas de vidrio foi radas de 
mimbre. . 20*00

Una escalera de pie con siete esca­
lones. . 5*oo

Una caldera de cobre, asas de yerro. 15*00

Total. . 846*50

Esta subasta y consiguiente remate se 
efectúa bajo las siguientes condiciones:

1 .a Se hará en dos lotes, el uno será 
del mulo justipreciado en ciento veinte y 
cinco pesetas y el otro de todo lo de­
más justipreciado en seiscientas veinte y 
una pesetas.

2 .a Todo licitador deberá depositar en 
la mesa del juzgado el diez por ciento del 
importe del lote que pretenda.

3 .a El rematante deberá satisfacer la 
cantidad del remate dentro de tercero día y 
recibir después lo rematado en la casa del 
depositario Juan Planas en la villa de Cal- 
viá con intervención del juzgado municipal.

4 .a Dicho depositario tendrá de mani­
fiesto en su casa todos los efectos para que 
puedan inspeccionarlos los que quieran ser 
licitadores.

5 .a Será de cargo del rematante el gas­
to de la subasta y remate.

6 .a La subasta y remate se verificará en 
este juzgado el día veinte y siete de este 
mes á las doce de su mañana.

Palma quince de Septiembre de 1890.— 
José Escolano.—Por ante mi, Ramón Ma­
riano Ballester.

Núm. 519
D. Jaime Elvira y Simó, Abogado y Es­

cribano del Juagado de primera instan­
cia de este Partido. •
Certifico: que de ciertos antecedentes que 

obran en la escribanía de mi cargo aparece 
que en los autos juicio declarativo de mayor 
cuantía promovidos por D. Joaquín Gualy 
Gual en concepto de marido de D.a María de 
la Concepción Antonia Villalonga y Zaforteza 
contra D Guillermo Oppé y D. S. La Trobe 
Batteman sobre cumplimiento de un contrato 
se pronunció la sentencia cuyo encabezamien­
to y parte dispositiva dice así.—Sentencia.— 
En la villa de Inca á veinte y cuatro de Abril 
del año mil ochocientos noventa.—El Señor 
D. Rafael Gis ert y Cata'an, Juez de primera 
instancia de este partido en los autos civiles 
juicios declarativo mayor cuantía incoados 
por el procurador D. Matías Pujadas bajo la 
dirección del Letrado vecino de la Ciudad de 
Palma, D. Pedro Ripoll y en su nombre Don 
Joaquín Gual y Gual, propietario, mayor de 
edad, como marido de Doña María de la Con­
cepción Antonia Villalonga y Zaforteza contra 
D. Juan Federico Batteman y D. Guillermo 
Oppe, el primero sustituido por su hijo Don 
Le La Trobe Batteman y mas tarde, el mismo 
en concepto propio como heredero de su di­
funto padre, los tres mayores de edad, casados 
y viudo respectivo naturales de la Gran Breta­
ña, el Oppe en rebeld'a por incomparecencia, 
el personado, vecino de La Puebla represen­
tado y dirigido por D. Sebastian Trian, abo­
gado y D. Rafael Paveras procurador, domici­
liado en Inca y el primero en la propia loca­
lidad que su compañero el demandante.—Fa­
llo: Que debo condenar y condeno al 
Mr. Le La Trobe Batteman y Mr. ¡Guillermo 
Hoppe que entreguen al D. Joaquin Gual y 
Gual en el concepto que ha usado en estos 
autos, tierras procedentes de la disecación de 
la Albufera de Alcudia el inmediato al predio 
Son San Martí por valor en renta anual de seis 
mil quinientas pesetas cuya operación tendrá 
lugar por peritos facudativos, y al que se sa­
tisfaga á dicho S. Gual las rentas estipuladas y 
devengadas desde ocho de Mayo de mil ocho­
cientos ochenta y ocho, fecha en que concluyó 
la última prórroga del contrato hasta que se 
verifique la expresada entrega, sin hacer espe­
cial condena de costas y se absuelve á Don 
Joaquin Gual de la reconvención del deman­
dado, pues por esta mi sentencia que se publi­
cará en la Gaceta de Madrid y Bo l e t ín  Of i­
c ia l  de la provinciaen su parte dispositiva y en 
cabezamiento según dispone la ley de Enjuicia­
miento Civil, así lo pronunció, mandó y firmó. 
—Rafael Gisbert.

Y para su publicación en el Bo l e t ín  Of ic ia l  
de la Provincia á fin de que si va de notifica­
ción en forma á D. Guillermo Hoppe en cum­
plimiento de lo mandado por la Sala de Justi­
cia de la Audiencia del Territorio en veinte y 
cinco de Junio último libro la presente en Inca 
á doce Septiembre de mi' ochocientos noventa. 
—Jaime Elvira.

PALMA
Es c u e l a -Tipo g r á f ic a  Pr o v in c ia l .
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